CARENCIA ACTUAL DE OBJETO/ Se superaron la circunstancia de hecho relativas a respuesta de solicitud contradictorias/ Se entiende superado el hecho independientemente que la contestación no acceda a lo pedido
“Se configuró entonces un hecho superado respecto de las respuestas contradictorias que se brindaron al demandante y que le impedían conocer a ciencia cierta si en realidad los subsidios que pedía, le serían o no cancelados, pues ya se le consignaron los que corresponden al segundo semestre de 2013 y a los dos semestres del año 2014 y se le informó que solo desde aquella fecha tiene derecho a ese beneficio (…)”
“Para la Sala no tienen acogida los argumentos del impugnante, quien pretende que por medio de esta acción se ordene a la entidad demandada cancelarle el valor de los subsidios que dice le adeuda (…) pues es sabido que el derecho de petición no implica que la respuesta implique aceptar siempre la solicitud elevada por el peticionario (…)”

DERECHOS EDUCACIÓN, IGUALDAD, HABEAS DATA Y BUEN NOMBRE Y PRINCIPIO CONFIANZA LEGÍTIMA/ Deber de demostrar la situación fáctica de la cual se desprende la lesión/ Hechos nuevos no alegados en la demanda  
 
“(…) no encuentra la Sala lesionado tal derecho, por lo menos para la fecha en que se formuló la acción, toda vez que para entonces el accionante ya había culminado sus estudios universitarios, pues se encontraba corriendo el año de gracia que se le otorgó para cancelar el crédito y que era de un año, a partir de la fecha en que los terminara.

Tampoco el de igualdad, consagrado en el artículo 13 de la Constitución Nacional, que solo vino a invocar el accionante como digno de protección al impugnar el fallo y respecto del cual tampoco demostró que hubiese sido desconocido, pues no se estableció que a otras personas en condiciones similares a las suyas, sí se les ha cancelado el subsidio solicitado.

Ni el principio de la confianza legítima, porque en ninguna de las respuestas que le remitieron (…) se le advirtió de manera concreta que se le cancelarían los auxilios que reclama desde la fecha en que se le adjudicó el crédito educativo y de este, desconoce esta Sala, las condiciones en que se pactó lo relativo a ese aspecto.

En relación con los derechos al, no se encuentra en el expediente respaldo fáctico que sustente la violación, ni obra en el plenario prueba alguna de su lesión.

NON REFORMATIO IN PEJUS/ Principio inaplicable en sede de tutela

“Esas decisiones se adoptarán aunque afecten al apelante único, lo que no constituye una violación al principio de la non reformatio in pejus, que no tiene aplicación en materia de procesos de tutela, en los que están involucrados derechos fundamentales (…)”

Citas: Corte Constitucional, sentencias T-913 de 1999, T-603 de 2013 y T-117A de 2014.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA


Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, marzo catorce (14) de dos mil dieciséis (2016)  


Acta No. 125 del 14 de marzo de 2016

Expediente No. 66001-31-10-001-2015-00717-02
Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta por el señor Miguel Ángel Urrea Soto, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Primero de Familia de Pereira, el pasado 9 de diciembre, en la acción de tutela que instauró contra el Director del Instituto Colombiano de Crédito Educativo y Estudios Técnicos en el Exterior, ICETEX, a la que fue vinculado el señor Nelson Orlando Cómbita Alvarado, en su calidad de Líder del Canal de Atención Escrita, Punto de Atención Bogotá, de la misma entidad.
A N T E C E D E N T E S

1.- Los hechos relatados por el actor, admiten el siguiente resumen:

1.1 Solicitó un crédito educativo ante el ICETEX, en la modalidad ACCES, para estudiar en la Universidad Libre de Pereira; dicho crédito fue aprobado y posteriormente renovado por cuatro periodos consecutivos; dentro de los beneficios del préstamo, se concedía un año de gracia a partir de la culminación de estudios y se suministraba un subsidio de sostenimiento, pagadero por semestre, que para el año 2015 equivalía a $707.409 y que debía ser consignado “en una tarjeta recargable” que le fue entregada el primer trimestre del 2014.
1.2 Ha presentado dos derechos de petición ante el ICETEX con el fin de que se desembolse el dinero del subsidio de sostenimiento de los “periodos acordados”; le respondieron en la primera oportunidad que se pagaría en noviembre de 2014; en la segunda, que en febrero de 2015. Sin embargo, no se ha efectuado consignación alguna.
1.3 En julio de 2015 iniciaron el cobro del crédito sin tener en cuenta el año de gracia ofertado, mediante llamadas y escritos en los que le dicen que de no pagar, será reportado junto con su deudor solidario a las centrales de riesgo.

1.4 Presentó nuevo derecho de petición en el que solicitó corrección del cobro, porque apenas terminó sus estudios el 20 de noviembre de 2014 y para que le manifestaran cuál es el monto exacto a ser cancelado en virtud del subsidio de sostenimiento, así como la fecha exacta de su consignación. A la fecha de la presentación de la acción de tutela, no ha recibido respuesta. 
2.- Considera lesionados sus derechos a la educación, al buen nombre y al hábeas data. Para su protección, solicita se ordene al ICETEX el pago efectivo del subsidio de manutención educativo y ordenar el aplazamiento del cobro por no haber transcurrido el periodo de gracia. 
A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

1.- Por auto del 30 de septiembre último se admitió la demanda y se ordenó correr traslado al demandado.

2.- El Jefe de la Oficina Asesora Jurídica del ICETEX, al ejercer su derecho de defensa, dijo, en síntesis, que al accionante le fue otorgado un crédito ACCES para cursar el programa de Derecho en la Universidad Libre, plasmó en su escrito los montos desembolsados, y las características del crédito otorgado. Explicó que la obligación había sido trasladada a época de amortización en junio de 2015, pero de acuerdo con la periodicidad de la carrera, que es por años, se procedió a reversar el plan de pagos asignado; verificó que ni el beneficiario ni el deudor solidario se encuentran reportados en DATACRÉDITO ni en la CIFIN, toda vez que la obligación no presenta plan de pagos generado. En relación con el subsidio de sostenimiento, expresó que como para la fecha de adjudicación del crédito, el “04 de agosto de febrero de 2011”, el demandante no se encontró registrado en la base del SISBEN suministrada por el Departamento de Planeación Municipal, no resulta posible autorizarle el subsidio de sostenimiento. Solicita se declare improcedente la tutela porque no ha lesionado los derechos cuya protección se solicita
.
3.- Por sentencia del 7 de octubre último, la funcionaria de primera instancia concedió el amparo solicitado y para proteger el derecho de petición que encontró vulnerado, ordenó al ICETEX dar respuesta a la petición elevada por el actor y notificársela. Ese fallo fue impugnado por el último y por auto del 25 de noviembre del año anterior, esta Sala declaró la nulidad de lo actuado desde aquella providencia, porque no se vinculó a la actuación al señor Nelson Orlando Cómbita Alvarado, Líder del Canal de Atención Escrita, quien se pronunció sobre las solicitudes elevadas por el accionante, relacionadas con la información sobre el subsidio de sostenimiento.
4.- Rehecha la actuación afectada, se pronunció nuevamente el Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de la entidad demandada
. Indicó, en resumen, que para el 4 de febrero de 2011, cuando se adjudicó el crédito al demandante, no se encontraba registrado en la base de datos del SISBEN; lo está desde el 2 de marzo de 2013. El ICETEX le dio inicialmente respuesta positiva, no obstante, en cumplimiento de las normas que regulan la materia, la segunda, otorgada “a través de la acción de tutela”, fue negativa porque, de acuerdo con lo expuesto y con el Acuerdo 013 de 2015, no cumple los requisitos para ser beneficiario del subsidio que reclama.
Estima que el Líder de Atención al Usuario no está legitimado en la causa por pasiva, porque aunque es funcionario de SERLEFIN, entidad que presta servicios especializados a los usuarios del ICETEX, las respuestas que brinda a los últimos se fundamentan en las que dan las diferentes áreas de la entidad y no “como persona propia”. 
Considera que la tutela además es improcedente porque no se han lesionado los derechos cuya protección invoca el actor.
5.- El 9 de diciembre último, la señora Jueza Primera de Familia de Pereira dictó sentencia. En ella, concedió el amparo solicitado y para proteger el derecho de petición que consideró vulnerado, ordenó al ICETEX “responda de forma acorde a lo pedido”, la petición elevada por el actor, “mediante la cual pretende el pago del subsidio de sostenimiento” y “notificarle, en debida forma, la respuesta con la cual le definan al actor si ese puntual pedimento es procedente.”

Para decidir así, estimó que se vulneró el derecho de petición al demandante, porque la entidad demandada no ha atendido en su totalidad las solicitudes elevadas por el actor, pues nada le ha informado sobre el reconocimiento del subsidio de sostenimiento, ni le entregó copia del pagaré y de la carta de instrucciones que solicitó; solo se pronunció sobre el cobro anticipado que se le estaba haciendo de la deuda. Advirtió que no puede pronunciarse sobre el reconocimiento del subsidio, pues tal decisión compete adoptarla al ICETEX y que no se lesionaron los demás derechos invocados por el accionante como dignos de protección. 
6.- Inconforme con el fallo, el accionante impugnó. Aduce que esa providencia es incongruente, porque es palmaria la vulneración del derecho a la educación y el principio de la confianza legítima en las actuaciones de las entidades del Estado, porque en dos oportunidades, la entidad accionada le informó que el subsidio sería desembolsado y como a ello no se procedió, solicitó información al respecto; también en lo relacionado con el período de gracia, pero no obtuvo ninguna respuesta y acudió a la acción constitucional; el 2 de octubre del año anterior recibió la que corresponde al último aspecto, pero nada se le dijo sobre el primero. El 8 del mismo mes se enteró de que el ICETEX se refirió al auxilio, indicando que para cuando se le adjudicó el crédito no estaba registrado en la base de datos del SISBEN, dato que es incorrecto, porque lo está desde el 15 de febrero de 2010; tiene una expectativa fundada y legítima, creada por el accionado, al expedirle una tarjeta recargable y comunicarle en dos ocasiones que el pago sería realizado; el 17 de noviembre realizaron una consignación parcial, “contrariando lo manifestado por la misma entidad” y reconocieron parcialmente su derecho y el 2 de diciembre aportó certificación al juzgado sobre la fecha desde la cual se encuentra inscrito en el SISBEN.
Dice que en virtud del principio de la confianza legítima, puede interponer las acciones respectivas para garantizar la satisfacción de su aspiración y para garantizar el derecho a la igualdad, pues a otros estudiantes se les ha concedido el beneficio en similares condiciones.

Solicita entonces se ordene a la entidad demandada realizar el pago del subsidio por los períodos 2011-1, 2011-2, 2012-1, 2012-2 y 2013-1 en los que gozó del crédito educativo.

C O N S I D E R A C I O N E S 
1.- El objeto de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Nacional, cuando quiera que tales derechos sean amenazados o vulnerados por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2.- Considera el demandante lesionados sus derechos a la educación, al buen nombre y al hábeas data, porque el ICETEX no le ha hecho entrega del subsidio de sostenimiento que se comprometió a desembolsar con motivo del crédito que con esa entidad adquirió, a pesar que en dos ocasiones le ha indicado las fechas en que lo hará; además, porque aunque se le concedió un periodo de gracia de un año para cancelar la acreencia, se inició el cobro de su crédito con anterioridad, mediante llamadas y escritos en los que le dicen que de no pagar, será reportado junto con su deudor solidario a las centrales de riesgo.

3.- Los documentos que obran en el cuaderno principal, acreditan los siguientes hechos:
3.1 El actor elevó solicitud al ICETEX, el 17 de octubre de 2014, para que se le informe sobre el manejo de su crédito y especialmente sobre el auxilio de manutención que le corresponde. Concretamente pidió se le aclare si se le suministrará el subsidio, “que (sic) paso (sic) con el monto correspondiente a los períodos académicos anteriores y si se le condonará el 25% inicialmente pactado “o se me suministrará el monto del subsidio de sostenimiento…”

3.2 El 31 de ese mismo mes, Líder del Canal de Atención Escrita del ICETEX le respondió que ya cuenta con tarjeta recargable activa y le sugiere consultar el saldo de la misma a partir de la segunda semana de noviembre de 2014
.

3.3 Nuevamente eleva solicitud el demandante al ICETEX, el 22 de enero de 2015, en la que pide se le informe sobre el auxilio de manutención que le corresponde, como beneficiario del crédito educativo en la modalidad ACCES, ya que no ha recibido subsidio alguno a pesar de que se le informó que consultara la cuenta en el mes de noviembre de 2014
.

3.4 El 29 de enero de 2015, Líder de Canal de Atención Escrita, le informó al actor que se resolvió de manera favorable su petición relacionada con el desembolso del subsidio de sostenimiento, el que se encuentra en proceso de pago y será consignado a partir del 8 de febrero de ese año
.
3.5 El 20 de agosto de 2015, el actor solicitó al ICETEX información sobre el auxilio de manutención y sobre el periodo de gracia que le asiste, de acuerdo a la oferta del crédito educativo ACCES
.

3.6 El 2 de octubre del año anterior, después de formulada la tutela, Asesor Jurídico de Atención al Usuario del ICETEX le informó, en relación con el período de gracia, que se reversó el plan de pagos asignado
.
3.7 Ese mismo funcionario, mediante oficio del 9 de octubre de 2015, le comunicó, entre otras cosas, que el subsidio de sostenimiento se otorga previa validación del cumplimiento de los requisitos de adjudicación del crédito educativo, mas no en etapas posteriores y que como para cuanto se le otorgó el préstamo, el 4 de febrero de 2011, no estaba registrado en la base de datos del SISBEN, no procede el desembolso de aquel beneficio
.

3.8 Después de que la Juez de primera sede dispuso obedecer lo resuelto por esta Sala, el 2 de diciembre de 2015, el demandante manifestó que recibió respuesta al derecho de petición que originó la acción constitucional, en la cual “la entidad manifiesta el pago del subsidio de manutención”, a pesar de que en la tutela se expresó que no tenía derecho. Sin embargo, solicita se continúe con el trámite y tener en cuenta que está vinculado al SISBEN desde el año 2010 y no desde el 2013, como se le manifestó en el escrito respectivo; por ende, el derecho al subsidio le corresponde desde el 2011, cuando adquirió el crédito, “y el pago efectuado por la entidad corresponde a los periodos 2013-02; 2014-01 y 2014-02”, por lo que aún se le adeuda lo correspondiente a los periodos previos
. 

3.9 El 17 de noviembre de 2015, Líder de Canal de Atención Escrita, Punto de Atención Bogotá, le anunció al demandante, que en respuesta a sus requerimientos, procedieron a verificar los aplicativos de consulta del ICETEX y se estableció que la adjudicación del subsidio de sostenimiento se otorgaba a partir del periodo 2013-2, de acuerdo con la información suministrada por el Departamento Nacional de Planeación y relaciona los giros desembolsados a la tarjeta que se le entregó y que está activa, de fechas 11 de abril de 2015, correspondientes a los períodos 2013-2-0, 2014-1-0, 2014-2-0 por valores de $669.444 el primero y de $682.432 los dos últimos. Por tanto, le advierte, en caso de no verse reflejado el saldo en esa tarjeta, debe allegar certificación que evidencie los movimientos de la misma. También le informó que el periodo de gracia se le otorgó desde el 20 de octubre de 2014 hasta el mismo día del año siguiente
. Ese documento lo aportó el accionante con el escrito que se relacionó en el numeral anterior.
4.- Surge de tales pruebas que el actor ha recibido respuestas contradictorias, concretamente en relación con la petición que elevó para que se le reconocieran unos subsidios de sostenimiento, con motivo del crédito educativo del que resultó beneficiario, pues mientras el Líder de Canal de Atención Escrita del ICETEX le ha informado que a esos auxilios tiene derecho, el Asesor Jurídico de Atención al Usuario de la misma entidad le comunicó lo contrario y con esta posición está de acuerdo el Jefe de la Oficina Asesora Jurídica en los escritos por medio de los cuales se ha pronunciado en relación con la acción propuesta.
Esas contradicciones lesionaron el derecho de petición de que es titular el demandante, consagrado en el artículo 23 de la Constitución Nacional, pues la demora en responder y además, las  respuestas evasivas, vagas, contradictorias y en general las que no resulten concretas y por ende, impidan al interesado acceder a la información que solicita o cuando la respuesta lo desoriente o cause incertidumbre respecto a las inquietudes que procura aclarar, violan tal derecho, pues de acuerdo con la jurisprudencia de la Corte Constitucional: “La respuesta debe cumplir con los siguientes requisitos: a. oportunidad; b. debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado; y c. ser puesta en conocimiento del peticionario.” 

5.- Aunque así son las cosas y a pesar de no se halla justificación alguna para que en el curso de este proceso los funcionarios de la entidad demanda no hayan logrado ponerse de acuerdo en relación con la respuesta a la petición elevada por el actor, relacionada con el pago de los subsidios que solicita, puede afirmarse que el hecho que motivó la tutela, por esa razón, se encuentra en la actualidad  satisfecho, pues de acuerdo con la información que suministró el accionante el pasado 2 de diciembre, ya recibió los subsidios que reclamaba respecto de los períodos 2013-02, 2014-01 y 2014-02, hecho que se respalda en la comunicación que al efecto recibió del Líder de Canal de Atención Escrita, en la que le advierte que solo desde entonces tiene el derecho a obtenerlos de acuerdo con la información reportada por el Departamento Nacional de Planeación. En este último aspecto sí coincide con las respuestas que le brindó el Asesor Jurídico de Atención al Usuario y con los escritos por medio de los cuales se ha pronunciado, respecto de la tutela, el Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de la misma entidad, en los que se expresó que carece del derecho a los auxilios porque solo se encuentra afiliado al SISBEN desde el 2 de marzo de 2013 y ese beneficio se otorga solo a quienes se encontraran inscritos en ese sistema desde la fecha en que se adjudicó el préstamo, que en este caso fue en febrero de 2011.
6.- Lo mismo acaeció en relación con la petición que elevó para que se le informara lo relacionado con el plazo de gracia que se le otorgó para comenzar a pagar el crédito, pues de acuerdo con los documentos que atrás se relacionaron, estando en curso la tutela se le informó que se había reversado el plan de pagos asignado y que el periodo de gracia corría entre el 20 de octubre de 2014 y el mimo día del año 2015. 

7.- Se configuró entonces un hecho superado respecto de las respuestas contradictorias que se brindaron al demandante y que le impedían conocer a ciencia cierta si en realidad los subsidios que pedía, le serían o no cancelados, pues ya se le consignaron los que corresponden al segundo semestre de 2013 y a los dos semestres del año 2014 y se le informó que solo desde aquella fecha tiene derecho a ese beneficio; es decir, que no se le cancelarán los que se causaron con anterioridad. Además, se le informó que se había reversado el plan de pago y que gozaba con el período de gracia concedido desde cuando adquirió el crédito.
De esta manera las cosas, se justifica dar aplicación al artículo 26 del Decreto 2591 de 1991, según el cual: "Cesación de la actuación impugnada. Si estando en curso la tutela, se dictare resolución administrativa o judicial, que revoque, detenga o suspenda la actuación impugnada, se declarará fundada la solicitud únicamente para efectos de indemnización y costas, si fueren procedentes...".
Sobre el tema ha dicho la Corte Constitucional:  

“2.2. Por su naturaleza, la tutela está llamada a operar en aquellos eventos en los que la situación fáctica exige la pronta adopción de medidas de protección, razón por la cual su eficacia radica en la posibilidad que tiene el juez constitucional, si encuentra probada la amenaza o violación alegada, de impartir una orden dirigida a garantizar la defensa actual e inminente del derecho afectado.

2.3. Por eso, cuando la causa de la violación o amenaza de los derechos fundamentales cesa o desaparece, la acción de tutela pierde su razón de ser, pues la orden que pudiera proferir el juez en defensa de tales derechos no tendría ningún efecto, resultando innecesario un pronunciamiento de fondo. De acuerdo con la jurisprudencia constitucional, cuando tal situación tiene lugar se está en presencia de una carencia actual de objeto por hecho superado.

2.4 En reiterada jurisprudencia, la Corte ha expuesto que se constituye una carencia actual de objeto por hecho superado, cuando se produce un cambio sustancial en la situación fáctica que originó la acción de tutela; tendiente a detener la posible vulneración o amenaza, y por consiguiente, a satisfacer la pretensión invocada. En ese escenario, pierde sentido cualquier pronunciamiento encaminado a la protección de derechos fundamentales por parte del juez constitucional. 

2.5 Al respecto, en Sentencia SU-225 de 2013 , esta Corporación expuso que: “La carencia actual de objeto por hecho superado se configura cuando entre el momento de la interposición de la acción de tutela y el momento del fallo se satisface por completo la pretensión contenida en la demanda de amparo. En otras palabras, aquello que se pretendía lograr mediante la orden del juez de tutela ha acaecido antes de que el mismo diera orden alguna. En este sentido, la jurisprudencia de la Corte ha comprendido la expresión hecho superado  en el sentido obvio de las palabras que componen la expresión, es decir, dentro del contexto de la satisfacción de lo pedido en tutela.”

2.6. En consecuencia, cuando las circunstancias que motivan la acción de tutela desparecen, no hay lugar a emitir pronunciamiento de fondo, pues, en esos casos, se configura una carencia actual de objeto por hecho superado.”
 
Por tanto, se revocará el fallo de primera instancia que concedió el amparo pedido, pues para la fecha en que se profirió ya se habían brindado al actor las respuestas a los derechos de petición que elevó.

8.- Para la Sala no tienen acogida los argumentos del impugnante, quien pretende que por medio de esta acción se ordene a la entidad demandada cancelarle el valor de los subsidios que dice le adeuda, por los períodos 2011-1, 2011-2, 2012-1, 2012-2 y 2013-1 en los que gozó del crédito educativo, pues es sabido que  el derecho de petición no implica que la respuesta implique aceptar siempre la solicitud elevada por el peticionario, como lo tiene decantado de tiempo atrás la Corte Constitucional
.
Tampoco en cuanto considera lesionado el derecho a la educación respecto del cual dice el artículo 67 de la Constitución Nacional que “… es un derecho de la persona y un servicio público que tiene una función social; con ella se busca el acceso al conocimiento, a la ciencia, a la técnica, y a los demás bienes y valores de la cultura (…)”. Y la Corte Constitucional ha enseñado:
“Asimismo, la Corte ha destacado algunas características esenciales del derecho a la educación, así:
 
(i) Por su carácter fundamental, es objeto de protección especial del Estado. Por ello el amparo constitucional se constituye en mecanismo para adquirir la respectiva garantía en relación con las autoridades públicas y ante los particulares, con el objeto de prevenir acciones u omisiones que imposibiliten su existencia.
 
(ii) Es la base para la efectividad de otros derechos constitucionales, tales como la escogencia de una profesión u oficio, la igualdad de oportunidades en materia educativa y de realización como persona y el libre desarrollo de la personalidad, así como de la ejecución de diferentes principios y valores fundamentales, referentes a la participación ciudadana y democrática en la vida económica, política, administrativa y cultural.
 
(iii) En virtud de las anteriores particularidades, la prestación del servicio público de educación es uno de los fines primordiales del Estado social de derecho.”

 
En el caso bajo estudio no encuentra la Sala lesionado tal derecho, por lo menos para la fecha en que se formuló la acción, toda vez que para entonces el accionante ya había culminado sus estudios universitarios, pues se encontraba corriendo el año de gracia que se le otorgó para cancelar el crédito y que era de un año, a partir de la fecha en que los terminara.

Tampoco el de igualdad, consagrado en el artículo 13 de la Constitución Nacional, que solo vino a invocar el accionante como digno de protección al impugnar el fallo y respecto del cual tampoco demostró que hubiese sido desconocido, pues no se estableció que a otras personas en condiciones similares a las suyas, sí se les ha cancelado el subsidio solicitado.
Ni el principio de la confianza legítima, porque en ninguna de las respuestas que le remitieron los distintos funcionarios del ICETEX, se le advirtió de manera concreta que se le cancelarían los auxilios que reclama desde la fecha en que se le adjudicó el crédito educativo y de este, desconoce esta Sala, las condiciones en que se pactó lo relativo a ese aspecto.

En relación con los derechos al habeas data y al buen nombre, no se encuentra en el expediente respaldo fáctico que sustente la violación, ni obra en el plenario prueba alguna de su lesión.

9.- En esas condiciones el fallo objeto de impugnación será revocado y se declarará la carencia actual de objeto, sin que la Sala comparta los razonamientos que contiene el fallo de primera sede que concedió el amparo sin tener en cuenta que las peticiones del actor estaban resueltas y al referirse a que se habían negado a entregarle copia del pagaré que suscribió y de la carta de instrucciones, pues documentos como esos no los solicitó el accionante, o por lo menos der ello no hay prueba en el plenario. 

10.- Esas decisiones se adoptarán aunque afecten al apelante único, lo que no constituye una violación al principio de la non reformatio in pejus, que no tiene aplicación en materia de procesos de tutela, en los que están involucrados derechos fundamentales. Así lo ha explicado la Corte Constitucional:

“En cuanto atañe a la aplicación del mencionado principio al proceso de tutela, la Corte ha considerado que, dadas sus características, en particular el singularísimo objeto que la distingue -cual es la protección efectiva de los derechos fundamentales-, no es absoluta.

“Si se hace un repaso de lo que sobre el tema en referencia ha sostenido la jurisprudencia constitucional, se encuentra que mediante sentencia T-138 del 16 de abril de 1993 (Magistrado Ponente: Antonio Barrera Carbonell) la Sala Segunda de Revisión expresó que no era procedente aplicar el aludido principio habida consideración de los derechos e intereses superiores que a través de la acción de tutela busca la Constitución garantizar”.

“Dijo la Corte:

“...La figura de la reformatio in pejus no tiene operancia, cuando el juzgador de la segunda instancia revisa la decisión del a quo ni cuando la correspondiente Sala de Revisión de la Corte Constitucional efectúa la revisión ordenada por los artículos 86, inciso 2º; 241, numeral 9º de la Constitución Nacional y 33 del Decreto 2591. Sostener lo contrario conduciría a que so pretexto de no hacerse más gravosa la situación del peticionario de la tutela que obtuvo un pronunciamiento favorable en la primera instancia, se pudiese violar la propia Constitución, al conceder una tutela que, como sucede en el presente caso, es a todas luces improcedente”. (Cfr. C. Const. Sala Segunda de Revisión. Sent. T-138 de abr. 16/93. Magistrado Ponente: Antonio Barrera Carbonell)…
.
Por lo expuesto, esta Sala Civil – Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E

PRIMERO.- REVOCAR la sentencia proferida por el Juzgado Primero de Familia de Pereira, el 9 de diciembre último, en la acción de tutela que instauró el señor Miguel Ángel Urrea Soto contra el Director del Instituto Colombiano de Crédito Educativo y Estudios Técnicos en el Exterior, ICETEX, a la que fue vinculado el señor Nelson Orlando Cómbita Alvarado, en su calidad de Líder del Canal de Atención Escrita, Punto de Atención Bogotá, de la misma entidad. En su lugar, se declara la carencia actual de objeto.

SEGUNDO.- Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
TERCERO.- Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,

Los Magistrados,

                  CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



DUBERNEY GRISALES HERRERA


EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Folios 25 a 34, cuaderno No. 1


� Folios 117 a 122, cuaderno No. 1


� Folios 2 y 3


� Folio 4


� Folios 5 y 6


� Folio 8


� Folios 9 y 10


� Folios 47 a 49 y el siguiente, mal foliado


� Folios 90 a 92


� Folio 110, cuaderno No. 1


� Folios 111 y 112, cuaderno No. 1


� Ver sentencia T-398 de 2015. 





� Sentencia T-117A de 2014, MP. Luis Guillermo Guerrero Pérez


� Ver por ejemplo la sentencia T-398 de 2015, en la que se citan otras que sirven de antecedentes sobre las reglas jurisprudenciales que rigen el derecho de petición


� Sentencia T-603 de 2013, MP. Dr. Jorge Iván Palacio Palacio


�  Sentencia T-913 de 1999, Magistrado Ponente: José Gregorio Hernández Galindo.
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